
En Mendoza, a trece  días del mes de mayo del año dos mil trece, reunida la Sala Primera de la Excma. Suprema Corte de Justicia, tomó en consideración para dictar sen-tencia definitiva la causa N° 103.297, caratulada: “SERRABOGUÑA, MIRIAM C/D.G.E. S/ A.P.A."
            Conforme lo decretado a fs. 205 se deja constancia del orden de estudio efectua-do en la causa para el tratamiento de las cuestiones por parte de los Señores Ministros del Tribunal: primero: DR. JORGE J. H. NANCLARES; segundo: DR. ALEJAN-DRO PÉREZ HUALDE y tercero: DR. OMAR A. PALERMO.
         
ANTECEDENTES:

A fs. 21/26 vta. se presenta, con patrocinio letrado, la señora Miriam Serraboguña, quien demanda a la Dirección General de Escuelas (en adelante D.G.E.), con la pre-tensión de que se haga lugar a su reclamo denegado por la demandada y que, consecuen-temente, se condene a ésta a que le reconozca el derecho al cobro del Adicional por Zo-na Inhóspita de acuerdo al Decreto Ley n° 142/90 y la Ley n° 7759, y a que le pague en forma retroactiva las diferencias salariales por tal concepto dejado de percibir desde dos años anteriores a su reclamo (art. 38 bis del Estatuto del Empleado Público).

A fs. 31 se admite formalmente la acción procesal administrativa interpuesta, la que es contestada a fs. 45/54 y 57/58 vta., por la demandada directa y Fiscalía de Estado, respectivamente.

Aceptadas y rendidas las pruebas ofrecidas, se agregan los alegatos de las partes a fs. 185/196.

A fs. 198/201 obra dictamen del Procurador General, quien por las razones que expone, propicia que se rechace la demanda.
              A fs. 204 se llama al acuerdo para dictar sentencia y a fs. 205 se deja constancia del orden de estudio dispuesto en la causa para el tratamiento de las cuestiones por el Tribunal.
            De conformidad con lo establecido por el art. 160 de la Constitución de la Pro-vincia, esta Sala se plantea las siguientes cuestiones a resolver:
            PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente la Acción Procesal Administrativa interpuesta?
            SEGUNDA CUESTIÓN: En su caso, ¿qué solución corresponde?
            TERCERA CUESTIÓN: Costas.
A LA PRIMERA CUESTIÓN EL DR. JORGE H. NANCLARES, DIJO:
           I. RELACIÓN SUSCINTA DE LAS CUESTIONES PLANTEADAS:
 

1.- Posición de la parte actora.

A fs. 21/26 vta. se presenta, con patrocinio letrado, la señora Miriam Serrabogu-ña, quien demanda a la Dirección General de Escuelas (en adelante D.G.E.), con la pre-tensión de que se haga lugar a su reclamo denegado por la demandada y que, consecuen-temente, se condene a ésta a que le reconozca el derecho al cobro del Adicional por Zo-na Inhóspita de acuerdo al Decreto Ley n° 142/90 y la Ley n° 7759, y a que le pague en forma retroactiva las diferencias salariales por tal concepto dejado de percibir desde dos años anteriores a su reclamo (art. 38 bis del Estatuto del Empleado Público).

Refiere que el reclamo mencionado arriba fue iniciado el día 26.10.2009 y que presta servicios, en su calidad de Titular por concurso, en el Gabinete Psicopedagógico de Lavalle, dependiente de la Dirección de Orientación y Apoyo Psicopedagógico Co-munitario (D.O.A.P.C.) perteneciente a la D.G.E.

Afirma que su servicio fue brindado, en un principio, en forma itinerante en di-versos establecimientos educativos que se ubican en tal ámbito geográfico, con motivo del cual ha visitado escuelas en que a sus docentes se les abona el Adicional por Zona Inhóspita en un porcentaje del veinte (20) al ochenta (80) %, según corresponda a cada una de ellas.  

Relata los diversos locales en que funcionó el Gabinete con posterioridad hasta la actualidad, en que se consiguió su construcción en forma definitiva en la sede de la Escuela “Hilario Cuadros” (ubicada en Jocolí Viejo).  Asimismo, refiere que alternati-vamente y en forma itinerante presta servicios, junto a sus compañeros de equipo, en el polideportivo de Villa Tulumaya en donde funciona una sala de Psicomotricidad Infantil.

Destaca que en todos los establecimientos en los que ha desarrollado actividades profesionales se paga el adicional pretendido, sin embargo a ella se le ha denegado el pago de tal concepto en virtud de que no se encuentra escalafonada como docente sino como profesional de la Salud.

Predica discordancia del obrar administrativo con la situación de hecho reglada normativamente y violación del principio de igualdad, pues a sus compañeros docentes se les abona el adicional reclamado correspondiente al 80% por Zona Inhóspita, y sus colegas psicopedagogos que laboran en algún centro asistencial del mismo ámbito geo-gráfico también, pero a ella por no ser docente ni prestar servicios en tales estableci-mientos se le deniega igual derecho.

Funda en derecho, ofrece prueba y formula reserva del caso federal.

A fs. 61/62, al evacuar el traslado de la contestación de demanda, destaca que presta servicios asistenciales a la D.G.E. como profesional de la Salud, en zonas ya de-claradas inhóspitas y que en virtud de ello le corresponde percibir el adicional que re-clama en un veinticinco por ciento (25%), por aplicación de la Ley n° 7759 que rige su situación jurídica.

2.- Posición de la Dirección General de Escuelas.

A fs. 45/53 vta. contesta demanda la Dirección General de Escuelas, por inter-medio de su apoderado, quien formula una negativa genérica y particular de las afirma-ciones de la parte actora y defiende la legitimidad del obrar administrativo impugnado.

Afirma que la actora no es docente sino psicopedagoga, y que no cumple funcio-nes profesionales en zonas declaradas inhóspitas por la autoridad de aplicación.

Relata el conjunto normativo en que se enmarca el reclamo que la actora realiza y niega que la misma se encuentre alcanzada por el mismo, pues el agente debe desem-peñarse en los establecimientos asistenciales y de salud comprendidos en las zonas de-claradas inhóspitas o de promoción, circunstancias que no son cumplidas por la actora.

Destaca que no se afecta el principio de igualdad en este caso ya que no se le deniega nada a la actora que en iguales circunstancias se le dé a otros, atento a que la situación fáctica antes descripta da cuenta de que la actora no reúne los requisitos nece-sarios para el pago del adicional que reclama.

Refiere que a lo anterior se suma que las sucesivas leyes de presupuesto que menciona, desde el año 2008 en adelante, impiden nuevas calificaciones de zonas inhós-pitas y la correlativa bonificación de los agentes que en ellas se desempeñan, por lo cual no se afecta ningún derecho adquirido de la actora.  Asimismo, expresa que esto último es competencia exclusiva del Poder Ejecutivo, por lo que su parte se encontraba impedi-da de acceder al reclamo de la actora.

Ofrece prueba, funda en derecho y solicita el rechazo de la demanda con costas.

3.- Fiscalía de Estado.

A fs. 57/58 vta. se hace parte el Sub-Director de Asuntos Legales de Fiscalía de Estado, quien expresa que en virtud de sus deberes de control de legalidad y custodia del patrimonio fiscal, en orden a la plataforma fáctica controvertida, se limitará al estado de cosas descripto en el responde de la demandada principal, a cuya acreditación orientará su actividad probatoria.

Manifiesta que las normas y principios jurídicos que sustentan la resistencia a la pretensión material de la actora, resultan adecuados a los hechos invocados en el res-ponde, por lo que solicita el rechazo de la demanda con costas.  

Ofrece prueba, formula reserva del caso federal y solicita el rechazo de la de-manda con costas.

4.- Dictamen del Procurador General del Tribunal.
 
A fs. 198/201 emite dictamen el Procurador General, quien luego de detallar los antecedentes de la traba de la litis, propicia que se rechace la demanda, en consideración a que la actora reclama el adicional por zona inhóspita que corresponde a los profesiona-les de la Salud y que al respecto, ninguno de los establecimientos en que labora goza de tal calificación, por lo cual resulta improcedente su pretensión.  Asimismo, cita un pre-cedente de este Tribunal relativo a un diverso rubro reclamado por otra psicopedagoga a la misma demandada.

II. PRUEBA RENDIDA.
 
A) Instrumental.

* Copia de Resolución n° 1358-H, 2077-S, del 25.11.1991 y planilla anexa (fs. 1/2).

* Copia de Resolución n° 498-H, 1193-S, del 11.07.1994 (fs. 3).

* Copia de Resolución n° 1260 emanada de la Dirección General de Escuelas el 22.06.2011 y de su cédula de notificación a la actora (fs. 4/6).

* Copia de bonos de sueldo de la actora (fs. 7/11).

* Copia de memorándum interno n° 10/07 (fs. 12).

* Copia de Resolución n° 886 de la D.G.E., de fecha 26.04.2007 (fs. 13/14).

* Copia de D.N.I. n° 21.373.709, correspondiente a la actora (fs. 15).

* Copia de pedido de pago del adicional por zona inhóspita –no docente-, pre-sentado por la actora el día 09.04.2007 (fs. 16).

* Copia de Resolución n° 760-H, 12767-C.y E., de fecha 25.10.1988, y de su planilla anexa (fs. 17/20).

* Expediente administrativo n° 4271-S-05, conforme constancias de fs. 29.

* Constancia de situación de revista de la actora en la D.G.E. (fs. 44).

B) Testimonial.

* A. D: Licenciada en Fonoaudiología, compañera de trabajo de la actora en ex D.O.A.P.C., hoy D.O.A.I.T. (Dirección de Orientación y Apoyo interdisci-plinario en la Trayectoria escolar), dependiente de la D.G.E.  Le consta haber trabajado junto a la actora en el Gabinete Psicopedagógico de Lavalle, ubicado aproximadamente durante tres años en la sede del Hospital “Sícoli”.  Explica que los servicios prestados consisten en la atención de padres y alumnos pertenecientes a escuelas de la zona.  Ma-nifiesta que actualmente la prestación de tales servicios se realiza en el Polideportivo de Lavalle y en la sede de la Escuela “Hilario Cuadros” que se ubica sobre la Ruta n° 40 de tal Departamento.  Le consta que otros profesionales de la Salud que dependen del Mi-nisterio de Salud sí perciben el adicional por zona inhóspita (fs. 91 y vta.).

* M. F.: Licenciada en Psicología, compañera de trabajo de la actora en el Gabinete Psicopedagógico de Lavalle.  Le consta que el mismo fun-cionó más de un año dentro del Hospital “Sícoli” durante el año 2007 y parte del 2008.  Afirma que actualmente la actora cumple las mismas funciones en dos sedes fijas –Esc. “Hilario Cuadros” y Sala de Psicomotricidad del Polideportivo de Lavalle-, con traslado a las quince escuelas de la zona.  Especifica las tareas que desarrolla la actora: entrevis-tas a padres; evaluación; tratamiento psicopedagógico a niños; orientación a padres, docentes y directivos; talleres con padres y sus hijos –alumnos-.  Le consta que los pro-fesionales de la Salud que prestan servicios en tal ámbito geográfico, perciben el adicio-nal por zona inhóspita.  Refiere que los profesionales que laboran en la D.O.A.P.C., de-pendiente de la D.G.E.,  perciben los ítems que corresponde al gremio de la Salud.  Re-fiere que la actora no pertenece a la nómina de personal de alguna escuela en particular, aunque presta servicios alternativamente en cualquiera de ellas según las necesidades que le sean manifestadas por sus respectivos directivos (fs. 100/101).

* M. B.: Licenciada en Trabajo Social, compañera de trabajo de la actora desde el año 2005, en el Gabinete Psicopedagógico de Lavalle, el que le consta que ha funcionado en la sede del Hospital “Sícoli” entre el 2006 y el 2007.  Atestigua en similares términos que la anterior testigo, a lo que agrega que todos los establecimientos de la zona en que prestan servicios se encuentran zonificados como inhóspitos con un adicional de sueldo de entre el 20 y el 80% (fs. 102/103).

c) Informativa.

* A fs. 110/121 obra informe emanado del Ministerio de Salud de la Provincia, en que consta que el porcentaje correspondiente al adicional por zona inhóspita, que perciben sus trabajadores en los distintos establecimientos ubicados en Lavalle.  Asi-mismo, se adjunta copia de una serie de normas infralegales relativas a tal adicional.

* A fs. 133/171 obra informe emanado de la D.G.E., en que constan: Las liqui-daciones salariales de la actora desde el año 2007; lugares de prestación de servicios de la actora; bonificación de zona de los lugares a los que concurrió la actora desde el año 2007.

III. LA SOLUCIÓN DEL CASO.

Atento a como ha sido planteada la cuestión corresponde resolver si resulta legí-timo el obrar de la demandada, en cuanto ha denegado a la actora la incorporación a su bono de sueldo del adicional por zona inhóspita previsto en la norma para los profesio-nales de la salud que prestan servicios en Lavalle.

Resulta pertinente dejar constancia de las circunstancias relevantes que se en-cuentran probadas en la presente causa:

+ La actora:

* Fue designada interinamente en el cargo de: Régimen Salarial 27, Agrupa-miento 3, Tramo 4, Subtramo 11; Clase 001: Psicopedagoga, mediante la Resolución n° 70 de la D.G.E., de fecha 09.05.2005.

* Fue designada, mediante la Resolución n° 886 del 26.04.2007 de la D.G.E., en el cargo de titular por concurso para cumplir funciones en el Gabinete Psicopedagógico del Departamento de Lavalle (fs. 12 y 13/14).

* Ha prestado servicios en el Gabinete Psicopedagógico de Lavalle, dependiente de la D.G.E., en distintos distritos de tal Departamento (ver listado de lugares en el in-forme incorporado por la demandada a fs. 166/167; asimismo el tercer párrafo de la Re-solución n° 1260/11 de la D.G.E., que puede leerse a fs. 4).

* Presta servicios profesionales de Salud –Psicopedagoga- en forma estable y permanente en el ámbito de la D.G.E., que le abona sus haberes de acuerdo al Escalafón de los agentes de la Salud (liquidaciones de haberes de fs. 136/165; copia de bonos de sueldo de fs. 7/11; afirmaciones de las partes en sus escritos de traba de litis y testimo-niales de la causa).

+ La modalidad de trabajo del Gabinete mencionado se podría calificar de itine-rante, pues el equipo de profesionales que lo compone debe trasladarse a los distintos establecimientos educativos de Lavalle en donde se requieren sus servicios (testimonia-les incorporadas a fs. 100/103).

+ No obstante lo anterior, el Gabinete atiende –físicamente- en forma estable en la actualidad, en la sede de la Escuela “Hilario Cuadros” ubicada en Jocolí Viejo, y en el Polideportivo departamental ubicado en Villa Tulumaya (testimoniales arriba citadas y constancias del informe agregado a fs. 167).

+ Todas los establecimientos educativos en que presta servicios la actora se en-cuentran comprendidos en zonas declaradas inhóspitas por la D.G.E., en que a sus do-centes se les abona un adicional por tal concepto que va del 20 al 80%, según sea la es-cuela de que se trate (fs. 36).

+ En todos los lugares en que se encuentran los establecimientos educativos en que labora la actora, existe un centro de salud o sanitario de referencia, dependiente del Ministerio de Salud, a cuyos empleados se les reconoce el adicional por Zona Inhóspita en distintos porcentajes (fs. 115/117), por encontrarse los mismos en lugares –zonas- así calificados.

+ La actora:

* Reclamó el día 09.04.2007 a su patronal, la D.G.E., que le pagase el Adicional por Zona Inhóspita en calidad de No Docente, con prestación de servicios en el Gabinete Escolar del Departamento de Lavalle (fs. 16).

* Inició nuevo reclamo, el día 26.10.2009, para que se le pagase el adicional por igual concepto que perciben los agentes de la Salud (fs. 15/17 y 25 del expte. adm. n° 4271-S-2005).

+ El día 22.06.2011, la D.G.E. emitió la Resolución n° 1260, mediante la cual rechazó el reclamo presentado por la actora con fundamento, básicamente, en que la actora es Psicopedagoga alcanzada por el régimen del escalafón de agentes de la Salud; que en virtud de tal régimen resulta de aplicación el Decreto n° 142/90, que en su art. 41 establece el adicional por zona inhóspita para quienes presten servicios en forma perma-nente y efectiva; que en virtud del art. 44 de tal decreto “este suplemento corresponde a los agentes que cumplen funciones declaradas de promoción y el porcentaje será deter-minado por el Poder Ejecutivo”; que el Ministerio de Salud remitió el texto de la resolu-ción y del decreto respectivo, en que constan los establecimientos asistenciales y/o sani-tarios que cuentan con el adicional y/o el suplemento en cuestión; que la actora no presta servicios en ninguno de ellos ni en una Zona de Promoción conforme lo establecido en el Decreto n° 2280/09.

De las circunstancias fácticas y jurídicas que arriba se detallaron, surge claro que la actora es profesional de la Salud de la Provincia, incorporada en el Escalafón correla-tivo, no obstante lo cual se encuentra empleada por la D.G.E., quien abona sus haberes en forma habitual, aspecto sobre el cual no existe controversia en la causa, pero cuyas consecuencias jurídicas son discutidas en la misma.

La situación jurídica mencionada, sobre la cual no existe controversia, se en-cuentra contemplada en el Acuerdo Paritario concluido ante la Subsecretaría de Trabajo y Seguridad Social del día 18.11.2012, entre la Asociación Mendocina de Profesionales de la Salud (A.M.PRO.S.) y la D.G.E.  En el acta en que consta tal acuerdo se dejó asen-tado: “…las partes acuerdan: respecto de los profesionales que se encuentran actual-mente en el régimen 27, se los reescalafonará reconociendo la antigüedad correspon-diente conforme lo que se ha acordado anteriormente… Al resto de los profesionales de la salud que prestan servicios como tales en la D.G.E., se les permitirá que ejerzan la opción de mantenerse como contratos de horas cátedra o ser incluidos en el régimen 27 hasta el 9 de noviembre de 2012…” 

Debe destacarse que el adicional por Zona Inhóspita que reclama la actora en esta acción, en concordancia con su régimen salarial aplicado, es el previsto en las nor-mas del Escalafón del personal de la Salud, a tenor de lo establecido en el artículo 4 de la Ley n° 5611 (Régimen para el ejercicio de la Psicopedagogía) que dispone: “Los pro-fesionales comprendidos en esta ley revistarán en el agrupamiento asistencial y sanita-rio…”  En virtud de su artículo 30: “Los profesionales percibirán además los adiciona-les, asignaciones y suplementos establecidos por las normas escalafonarias vigentes.” (Texto según Ley Provincial Nº 6015, B.O.: 25/6/93).

La Ley n° 5465 (Escalafón agentes de la Salud) establece en su artículo 49: “El suplemento por zona se abonará al personal que se desempeñe en forma habitual y per-manente en zonas inhóspitas que se declaren bonificables y consiste en el importe resul-tante de aplicar un porcentaje sobre la respectiva asignación de la clase correspondien-te a su situación de revista.  Las zonas y porcentajes aludidos serán determinados por el poder ejecutivo mediante reglamentación.”

El Decreto n° 142/90, ratificado por la Ley n° 6268 (ambas normas pertenecien-tes al Estatuto del agente de la Salud), en su artículo 41 prevé: “Adicional por Zona In-hóspita: Comprende al profesional que preste servicios en forma permanente y efectiva en zonas que se declaren como tales y consiste en el importe que resulte de aplicar un porcentaje de hasta un doscientos por ciento (200%) sobre la Asignación de la Clase de revista del agente.  El Poder Ejecutivo, y la Comisión Permanente de la Carrera respec-tiva determinarán las características de las llamadas Zonas Inhóspitas.”

Ante análogas normas del Estatuto del Docente en relación al adicional en estu-dio, este Tribunal tiene dicho que: “…De la norma surge con claridad que es la zona lo que se determina. Es decir, no puede haber dentro de la misma zona distintas califica-ciones.  La zona es calificada o no de inhóspita.  En otras palabras, todos los que cum-plen función dentro de una misma zona gozan del adicional por ese solo hecho…” (L.S. 368-133; 412-80, in re “Arce” y “Román”, respectivamente).

En relación a la suspensión que la demandada invoca, dispuesta en las leyes de presupuesto respecto de la clasificación de nuevos lugares a los fines del pago del adi-cional en cuestión, en los precedentes mencionados y en otros posteriores, este Tribunal dijo en relación al texto de tales normas: “Entendemos que el párrafo es sumamente claro y no ofrece dificultades de interpretación desde el punto de vista gramatical: lo que se suspende es la clasificación de nuevos lugares…. Se califica la zona y luego se verifica la ubicación del establecimiento…”

Estas pautas son de plena aplicación al sub lite, en que la actora labora para la D.G.E., aunque bajo un régimen salarial del personal de la Salud.  Tanto la demandada como el Ministerio de Salud, como se ha detallado más arriba, han calificado las zonas en que presta servicios la actora como inhóspitas, con diversos porcentajes de adicional según el lugar especificado en cada caso.

Atento a ello, el obrar administrativo por el cual se rechazó el reclamo de la acto-ra se encuentra gravemente viciado, por arbitrariedad, en los términos establecidos en el art. 63, inc. D de la Ley n° 3909, en concordancia con lo dispuesto en su art. 39, en con-sideración a que la demandada no ha valorado razonablemente las circunstancias de hecho y el derecho aplicable, adoptando las medidas proporcionalmente adecuadas a la situación concreta de la actora.

En efecto, al igual que en los precedentes arriba mencionados, la actora no apun-ta a la determinación de nuevos lugares sino al pago de un adicional que corresponde a lugares ya determinados.  No obstante ello, lo particular de este caso consiste en que el adicional corresponde a un porcentaje fijado por las normas del Estatuto de la Salud y no del Docente, atento al régimen salarial en que se encuentra la actora.  

Resulta atentatorio del derecho a la igualdad ante la ley reconocido en el artículo 16 de la Constitución Nacional, que no se le reconozca igual derecho a la actora, sólo porque no trabaja en forma permanente en un solo establecimiento docente o sanitario en forma exclusiva, siendo que todos ellos se ubican en zonas calificadas como inhóspi-tas, lo que le es reconocido en general a los agentes que allí laboran.

Al respecto, este Tribunal ha tenido oportunidad de afirmar que el principio de igualdad debe entenderse en igualdad de circunstancias, de manera tal que debe aplicar-se similar criterio en idénticas circunstancias (L.S. 324-119).  

El principio de igualdad no tiene carácter absoluto, siendo la razonabilidad la pauta para ponderar la medida de dicha igualdad, por lo que el legislador puede crear categorías, grupos o clasificaciones que irroguen trato diferente entre los habitantes a condición de que el criterio empleado para esa discriminación sea razonable; en conse-cuencia las únicas desigualdades inconstitucionales son las arbitrarias y por tales han de estimarse las que carecen de razonabilidad, las persecutorias, las hostiles, las que depa-ran indebidos favores o privilegios (L.S 353-104), de allí que el principio de igualdad supone también el reconocimiento de diferencias si son razonables (L.S. 410-100).

En la situación traída a estudio en el caso que nos ocupa, el legislador ha creado el adicional por Zona Inhóspita, tanto en el ámbito de la docencia como de la salud pro-vincial, y ha configurado diversas categorías de zonas a tal efecto, que a la Administra-ción le corresponde calificar y luego reconocer a sus agentes, conforme se ha analizado más arriba.

En este caso, la desigualdad arbitraria no se encuentra en la ley sino en el acto administrativo que la actora aquí impugna, conforme se ha analizado hasta el momento.

Atento a ello, corresponde hacer lugar a la pretensión de la actora contenida en la demanda, en cuanto a que se le reconozca su derecho subjetivo a la percepción de tal adicional.  

La categoría correspondiente al veinticinco por ciento (25%) de adicional, espe-cificado por la actora al evacuar el traslado de la contestación de demanda (fs. 61 vta.), se advierte razonable atento a que es el menor porcentaje que las normas del personal de la Salud establecen para el pago por Zona Inhóspita y la actora labora en forma perma-nente y efectiva en Villa Tulumaya y Jocolí Viejo, encontrándose como efector de refe-rencia en tal zona el Hospital “Domingo Sícoli” (con domicilio en calle Belgrano 415, Villa Tulumaya, Lavalle, según consta en el sitio web del Ministerio de Salud Provin-cial), en cuya sede, inclusive la actora prestó servicios durante algún tiempo (testimonia-les rendidas en la causa).

Al respecto, la Resolución Conjunta n° 79-H-Bis/323, dictada el 01.03.1978, por los entonces ministros de Hacienda y de Bienestar Social, determina en sus anexos los porcentajes del adicional por Zona Inhóspita, entre el 25 y el 100%,  que corresponde a cada establecimiento según la zona en que se encuentren.  En particular, el personal que se desempeña en el nosocomio de referencia arriba mencionado, cuenta con el adicional en el porcentaje en primer término mencionado (fs. 116).

En cuanto al retroactivo por diferencias salariales a favor de la actora, que surjan por el cálculo del Adicional por Zona Inhóspita que le corresponde percibir, se advierte de la lectura de la demanda que ha limitado el mismo al plazo de prescripción previsto en el art. 38 bis del Estatuto del Empleado Público que reza: “Prescriben a los dos (2) años los reclamos y acciones relativos a créditos provenientes de las relaciones de em-pleo público, en todo el ámbito del sector publico provincial, salvo norma especial en contrario contenida en los respectivos regímenes aplicables. (Texto según Ley 6502, art. 1).”  

Tal plazo debe contarse, congruentemente, hacia atrás en el tiempo, desde la interposición del reclamo objeto del procedimiento administrativo antecedente de la acción aquí ventilada (cfr. art. 11 de Ley n° 3918), es decir, dos años anteriores al día 26.10.2009 (fs. 16 del expte. adm. n° 4271-S-2005).

Por ello, si mis distinguidos colegas comparten la solución propuesta, corres-ponde hacer lugar a la demanda en los términos arriba expresados.
 

Así voto.- 

Sobre la misma cuestión el Dr. PEREZ HUALDE, adhiere al voto que antecede.
A LA SEGUNDA CUESTION EL DR. JORGE H.  NANCLARES, DIJO:

Atento como ha sido resuelta la cuestión anterior, corresponde hacer lugar la demanda entablada a fs. 21/26 por la Lic. Serraboguña.  En su consecuencia, la deman-dada deberá incluir en los haberes de la actora el Adicional por Zona Inhóspita previsto en el art. 49 de la Ley n° 5465, en la categoría correspondiente al veinticinco por ciento (25%) de bonificación.  Asimismo, la demandada deberá practicar liquidación y pagar las diferencias salariales a favor de la actora, correspondientes al retroactivo por tal con-cepto, calculado desde el día 26.10.2007 hasta el día de la efectiva incorporación del adicional en su bono de sueldo, con más los intereses legales según se expresará a conti-nuación.

En consideración a que la deuda es de carácter alimentario, conforme a la juris-prudencia del Tribunal, tomando como fecha inicial el 26.10.2007 (dos años anteriores al inicio del reclamo administrativo), se deberá aplicar Tasa Nominal Activa (T.N.A.) a todo el plazo de la deuda, conforme a lo resuelto en el Plenario “Amaya” (L.S. 356-50) y en el Plenario “Aguirre” (L.S. 401-211), desde que cada mensualidad es debida hasta el día del efectivo pago del retroactivo (L.S. 404-1; 425-142; 444-193).
          
La demandada deberá cumplir las obligaciones aquí impuestas dentro del plazo establecido por el art. 68 de la Ley 3918, y bajo apercibimiento de lo reglado en el art. 69 del mismo cuerpo legal.  Sin perjuicio de ello, el pago del retroactivo en cuestión, corresponde que sea efectivizado de acuerdo al trámite previsto en el art. 44 de la Ley 6754 (y sus modificatorias), conforme lo establecido en el artículo 18 y ccs. de la Ley n° 8530 (Presupuesto 2013) y la Resolución D.G.E. n° 3290/10.
         
Así voto.
           
Sobre la misma cuestión el Dr. PEREZ HUALDE, adhiere al voto que antecede.
A LA TERCERA CUESTION EL DR. JORGE H.  NANCLARES, DIJO:

Atento a como han sido resueltas las cuestiones anteriores, las costas del proceso se imponen a la parte demandada vencida (art. 36 del C.P.C. y 76 del C.P.A.).  

Respecto de los honorarios, dado que no se cuenta con un monto concreto de-terminado y siendo la cuestión susceptible de apreciación pecuniaria, se difiere la deci-sión al respecto para el momento en que obren en la causa elementos suficientemente claros a tales efectos.  
           Así voto.
            Sobre la misma cuestión  el Dr. PEREZ HUALDE, adhiere al voto que antecede.
            Con lo que terminó el acto procediéndose a dictar la sentencia que a continuación se inserta:
           S E N T E N C I A:    
           Mendoza,  13 de mayo de 2.013.-
           Y VISTOS:
             Por el mérito que resulta del acuerdo precedente la Sala Primera de la Excma. Suprema Corte de Justicia fallando en definitiva, 

R E S U E L V E:

1º) Hacer lugar a la demanda entablada a fs. 21/26 vta. por la señora Miriam SERRABOGUÑA.

2°) Imponer las costas del proceso a la parte demandada vencida (arts. 36 del C.P.C. y 76 del C.P.A.).

3°) Condenar a la Dirección General de Escuelas a que incluya en el bono de sueldo de la actora el Adicional por Zona Inhóspita previsto en el art. 49 de la Ley n° 5465 y normas concordantes arriba citadas, correspondiente al veinticinco por ciento (25%) de la asignación de clase, dentro del plazo del art. 68 de la Ley n° 3.918.

4º) Condenar a la demandada a que practique liquidación y pague retroactiva-mente a la actora las diferencias salariales por el concepto referido en el dispositivo 3°, desde el 26.10.2007, conforme se expresa en la Segunda Cuestión de esta sentencia, dentro del plazo previsto en el Art. 68 de la Ley 3.918.
           5º) Diferir la regulación de honorarios para cuando obren elementos suficientes a dichos efectos. 

6°)  Remitir las actuaciones administrativas a origen. 

7°) Dese intervención a la Caja Forense y Dirección General de Rentas, a los efectos previsionales y fiscales pertinentes.

Notifíquese.  Ofíciese.
es
 
 
 
 
DR. JORGE H. NANCLARES




DR. ALEJANDRO PEREZ HUALDE
CONSTANCIA: Que la presente resolución no es suscripta por el Dr. Omar PALER-MO, por encontrarse en uso de licencia (art. 88 ap. III del C.P.C.). Secretaría, 13 de ma-yo de 2.013.-
 
 
